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En la Ciudad de Buenos Aires, Capital de la República Argentina, a los 18 días de Noviembre de Dos Mil Diez, reunidos en Acuerdo los Señores Jueces de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, para conocer en los recursos de apelación interpuestos en los autos caratulados: "RODRÍGUEZ, RAMÓN ARGENTINO c/ TALLERES DEL FÉNIX S.R.L. y otro s/ DAÑOS Y PERJUICIOS", respecto de la sentencia de fs. 718/728, el Tribunal estableció la siguiente cuestión a resolver: 

¿ES JUSTA LA SENTENCIA APELADA? 

Practicado el sorteo resultó que la votación debía realizarse en el siguiente orden: Señores Jueces de Cámara Doctores CARLOS CARRANZA CASARES-CARLOS ALFREDO BELLUCCI-BEATRIZ AREÁN.- 

A la cuestión planteada el Señor Juez de Cámara Doctor Carranza Casares dijo: 

I.- La sentencia de fs. 718/728 hizo lugar parcialmente a la demanda -con costas- condenando a Talleres del Fénix S.R.L. y al BankBoston N.A. a pagarle a Ramón Argentino Rodríguez la suma de $ 151.700 más intereses; rechazó -con costas- la excepción de falta de legitimación opuesta por la citada en garantía Chubb Argentina de Seguros S.A. a la que, en consecuencia, le hizo extensiva la condena, y por último, rechazó la demanda en relación con el tercero citado Fernando Darío Luna imponiendo las costas a este respecto a Talleres del Fénix S.R.L. 

A tal fin tuvo por demostrado el accidente sufrido por el actor el 28 de marzo de 2003, en una sucursal del aludido banco, ubicada en la localidad de San Isidro, mientras trasladaba módulos o cofres de seguridad; la existencia de un vínculo laboral, por lo menos, eventual; la inconstitucionalidad del inc. 1° del art. 39  del art. 24.557; la circunstancia de que el tercero citado Fernando Darío Luna había actuado únicamente como fletero sin contratar por sí mismo al demandante; que el banco había permitido que la manipulación de los cofres se hubiera efectuado de forma precaria y peligrosa; la ausencia de culpa de la víctima y, por fin, la obligación de responder de la aseguradora citada. 

II.- Todos apelaron el pronunciamiento. El actor expresó sus agravios a fs. 772/774 -contestados a fs. 789/790 y fs. 805/807-; los demandados, a fs. 760/771 (Talleres del Fénix S.R.L.) y a fs. 783/787 (BankBoston N.A.) -respondidos a fs. 792/795 y fs. 797/798, respectivamente-, y la citada en garantía, a fs. 776/778 -replicados en la misma presentación de fs. 792/795 y a fs. 800/803-. El Sr. Fiscal General dictaminó a fs. 813. 

El primero aspira al incremento de lo acordado por incapacidad, daño y tratamiento psicológico. 

La sociedad demandada se queja porque se ha reconocido la existencia de una relación laboral que considera incongruente con la responsabilidad extracontractual, porque se rechazó la demanda contra el tercero citado Luna, porque se declaró la inconstitucionalidad del inc. 1° del art. 39 de la ley 24.557, porque no se ha advertido la culpa de la víctima y por lo fijado por el tópico incapacidad. 

El banco, de su lado, se agravia por la responsabilidad que se le atribuye, porque no se ha tenido en cuenta la culpa de la víctima, por la extensión y cuantía de los rubros admitidos y por la imposición de costas. 

La compañía de seguros citada pretende que se haga lugar a su defensa de falta de legitimación pasiva y subsidiariamente requiere la disminución de los importes asignados a incapacidad y daño moral.

III.- No se encuentra ya discutido que el actor fue contratado para colaborar en el traslado de módulos o cofres de seguridad de una sucursal del banco demandado, que se había comprometido a realizar Talleres del Fénix S.R.L., cuando sufrió lesiones al resultar aplastado por uno de los elementos que desplazaba. 

Si bien esta última aduce que el vínculo contractual del demandante lo unía únicamente con el tercero citado Fernando Darío Luna, quien se desempeñaba como fletero, existen suficientes elementos en esta causa como para concluir que ello no ha sido así. 

Aun cuando los declarantes de fs. 377/378 y fs. 379, que trabajaban para Talleres del Fénix S.R.L., sostuvieron que el damnificado desempeñaba sus labores para el mencionado fletero, los testigos que declararon a fs. 367/368, fs. 380/381 y fs. 453/454 fueron contundentes al narrar que el actor había sido contratado para realizar el trabajo por la aludida sociedad, que se habían trasladado hasta el lugar en un "remise" abonado por esa firma, que les habían proporcionado botines, pantalón y remera o buzo con el logo de Talleres del Fénix S.R.L., y que la operación estuvo dirigida personalmente por Fermín García, gerente de esa entidad (cf. peritaje contable a fs. 503 vta.). 

Las declaraciones testificales de fs. 383 y fs. 385, efectuadas por quienes a la sazón se desempeñaban en el banco, corroboraron el hecho de que el traslado y movilización de las cajas de seguridad había sido efectuado por la mencionada empresa y que el personal afectado a tal fin dependía de esa firma. 

Además, resulta elocuente que en la cotización presentada por esa sociedad para la realización de esa tarea -expresamente reconocida por la demandada a fs. 307- se incluyese, como que estaba a su cargo, todo lo referente al desplazamiento y traslado de los cofres. 

Así, se incluía en ese presupuesto: armar aparejos en planta baja en ambas sucursales para izado y bajada de los elementos a trasladar; cortar con elementos adecuados las soldaduras internas que unen cajas con cofres; embalar cada módulo con cartones, film de nylon, escuadras de acero en sus cantos y finalmente sujetada con fajas de tela para evitar movimiento de estructura; desplazar los mismos hasta el hueco e izarlos a planta baja; cargarlos sobre camiones playos y transportarlos hasta la sucursal Altos de San Isidro; bajarlos y trasladarlos hasta la puerta trampa existente en planta baja, lingarlos y bajarlos con aparejos hasta el nivel de subsuelo; trasladarlos y nivelarlos hasta el interior del Tesoro y nivelarlos sobre bases de acero nuevas; regresar a la sucursal Boulogne para retirar del subsuelo las dos cajas tesoros, caja de efectivo, puerta de bunker y dos tolvas, y transportarlos hasta los depósitos del banco de San Martín (fs. 102). 

En una cotización complementaria, efectuada a pedido de la entidad financiera, se presupuestó también el envío de personal provisto con herramental adecuado a la sucursal Juncal, armar pórtico de acero en planta baja, retirar tapas de puerta trampa, para permitir el izado de cofres de seguridad para alquilar con contenido y trasladarlos un módulo a la sucursal San Isidro y el resto a sus depósitos de San Martín (fs. 103). 

De su lado, el peritaje contable llevado a cabo en los libros de Talleres del Fénix S.R.L. dio cuenta, asimismo, de la existencia de una factura con indicación del domicilio del banco donde tuvo lugar el hecho, que describía la actividad realizada como "retirar del interior del Tesoro, dieciséis módulos de cofres de seguridad y trasladarlos uno a la sucursal San Isidro y los restantes a los depósitos de San Martín" (fs.503). 

Vale decir que al tiempo de ocurrir el accidente, el demandante se hallaba desempeñando un trabajo a las órdenes del gerente de la sociedad demandada, realizando la tarea de la especialidad de esa firma, por la cual ésta le efectuó el correspondiente pago. 

Esta relación de dependencia (cf. arts. 21, 22 , 23  y 29  de la ley 20.744) puede generar la responsabilidad de la empleadora, aun cuando se calificase aquélla como eventual (cf. C.N.Civ., sala E, L. 236.860, del 18/3/98; íd., sala H, L. 281.002, del 7/2/00; íd., sala F, L. 226.344, del 29/9/98). 

Sin desconocer el criterio que sostiene que en materia de accidentes laborales, cuando se ejerce la acción por el derecho común, ésta es de naturaleza extracontractual (cf. C.N.Civ., sala A, L. 177.618, del 21/12/95; L. 187.621, del 17/5/96 y L. 324.838, del 10/6/02; íd., sala H, L. 180.357, del 20/4/96 y L. 361.178, del 22/4/03 y citas contenidas en estos fallos), me inclino por el que postula que se trata de una responsabilidad contractual (cf. C.N.Civ., sala E, L. 174.814, del 31/8/95, L. 236.860, del 18/3/98 y L. 278.167, del 20/12/99; íd., sala F, "Coria de García, Beatriz Celia c/ MCBA" , del 11/5/95 publicado el El Derecho, t. 165, p. 416; íd., sala C, L. 217.082, del 3/3/98 y las numerosas citas de estas sentencias) teniendo en cuenta que su soporte es el vínculo preexistente entre las partes y que el art. 1107  del Código Civil vedaría la posibilidad del reclamo extracontractual si no se configurase la salvedad que contempla.
A su vez, se ha dicho que el empresario asume una obligación de seguridad mediante la cual garantiza que, durante el desarrolllo de su actividad, ningún daño recaerá en la persona o, eventualmente, en los bienes de terceros, o de sus propios empleados. Se trata de una cláusula implícita de indemnidad que ha encontrado aplicación en innumerables contratos, entre ellos, el de trabajo (cf. C.N.Civ., sala J en "Wendler, Francisco c/ Coamtra S.A.", del 18/3/97 publicado en La Ley 1997-E, p. 836). 

El empleador asume una obligación de seguridad en virtud de la cual debe adoptar todas las medidas necesarias para tutelar la integridad y dignidad de su empleado (cf. C.N.Civ., sala D, L. 71.076, del 6/2/03). 

Quien explota una empresa tiene un afán de lucro que debe corresponderse con los compromisos que ella genera entre los cuales no tiene menor entidad el de velar por la seguridad de sus operarios (cf. C.N.Civ., sala M., L. 321.973, del 11/3/02). 

El empleador debe velar por la seguridad psicofísica de sus dependientes (cf. C.N.Civ., sala H, L. 209.441, del 8/5/97) y responde por los perjuicios que sufra el trabajador en ocasión del trabajo (cf. C.N.Civ., esta sala, L. 90.351, del 5/9/00). 

En el caso, Talleres del Fénix S.R.L. no ha dado cumplimiento a tal obligación de seguridad, prueba de lo cual es el daño padecido por el actor, sin que hubiera demostrado que la conducta de este último hubiera sido lo que determinó o provocó el accidente. 

No puede soslayarse al respecto, que la empresa o las personas encargadas de la seguridad en el trabajo o de dar las indicaciones a los operarios, son responsables del modo en el que aquél se lleva a cabo (cf. C.N.Civ., sala F, L.328.478, del 14/11/01). 

En ausencia de toda prueba precisa de que el actor haya realizado concretamente un acto imprudente ha de concluirse que el riesgo de la cosa y las condiciones de seguridad existentes han sido los determinantes del accidente ocurrido (cf. C.N.Civ., sala I, L. 90.868, del 27/5/97). 

La orden dada al empleado de realizar las tareas de su habitual incumbencia alude a un riesgo normal o común por lo que, con ese alcance, no hay aceptación de riesgo que modifique la responsabilidad del empleador (cf. C.N.Civ., esta sala, L. 110.373, del 30/9/92). 

Además la cosa inerte que es desplazada o manipulada por el dependiente en virtud de una directiva de su dueño o guardián que pretende su uso en la forma ejecutada por el trabajador constituye la causa adecuada en la producción del daño (cf. C.N.Civ., sala F, L. 17.734, del 16/3/00; C.N.Trab, en pleno, del 27/12/88, en La Ley 1989-A, p. 561). 

De todos modos, si se entendiese que la responsabilidad de la empleadora se encuadra en el ámbito extracontractual, también debería responder por el daño producido, ya sea que se considere que éste se originó por el riesgo de la cosa cuya guarda tenía la sociedad demandada o por la actividad riesgosa que se llevaba a cabo bajo su dirección (art. 1113  del Código Civil). 

Otro tanto cabe decir de la responsabilidad de la entidad financiera por su condición de propietaria de la cosa, en el caso riesgosa, que generó las lesiones que padeció el demandante, y porque la actividad riesgosa (cf. C.N.Civ., sala D, L. 71.076, del 6/2/03) se llevó a cabo en su establecimiento y bajo la vigilancia de su personal (fs.385). Esta sala ha manifestado que la responsabilidad por vicio o riesgo de las cosas se aplica también a los casos en que el daño proviene de una actividad riesgosa, en cuyo ámbito el deber del empleador de dirección y organización empresarial no puede desvincularlo de la carga de adoptar las indispensables precauciones propias del riesgo de la actividad encomendada (cf. C.N.Civ., esta sala, L. 302.755, del 25/2/04). El propio banco ha admitido que la causa del daño no ha sido el transporte de los módulos, sino las condiciones precarias de trabajo (fs. 802). 

Tampoco puede soslayarse la incidencia causal que tuvo la mancha de aceite o gasoil existente en el piso del banco (fs. 367 y fs. 453), lo que reafirma su obligación de responder. Hasta la misma entidad crediticia ha reconocido que era su obligación mantener sus instalaciones en buen estado -sin manchas de gasoil- para la realización de los trabajos que se iban a llevar a cabo (fs. 801 vta.). 

Por otra parte, como lo ha expuesto la Corte Suprema en Fallos: 327:375, el art. 39, inc. 1°, de la ley 24.557 no puede vedar que el reclamo originado en un accidente de trabajo se enderece por la vía del derecho civil, pues así lo exige el principio constitucional que prohíbe a los hombres perjudicar los derechos de un tercero (art. 19) y el que reconoce que las indemnizaciones deben ser justas (art. 17 ). 

La Ley de Riesgos del Trabajo que sólo indemniza daños materiales y dentro de éstos únicamente el lucro cesante, y pérdida de ganancias que, asimismo, evalúa menguadamente; al excluir la tutela de la normativa civil sin reemplazarla con análogos alcances, no se adecua a los lineamientos constitucionales antes expuestos. 

Esta conclusión encuentra fundamento también en el art. 14 bis  de la Constitución Nacional y en los arts. 7 y 12  del Pacto Internacional de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Es más, la previsión del inc.1° del art. 39 aludida constituye una medida regresiva que contraría el principio de progresividad que informa el mencionado pacto internacional y desmerece el reconocimiento de la dignidad humana y la realización de la justicia social. 

Por lo demás, no puedo dejar de lado que en el caso ni siquiera tuvo intervención una aseguradora de riesgos del trabajo habida cuenta que el damnificado se trataba de un trabajador que no se encontraba registrado por su empleador. 

IV.- Conforme con la ley 17.418, el asegurador se obliga a mantener indemne al asegurado por cuanto deba a un tercero en razón de la responsabilidad prevista en el contrato. En virtud de ello, las obligaciones que se atribuyan al asegurador no debe serle impuestas más allá de los términos pactados en la póliza, pues la misma ley establece que el contrato es la fuente de sus obligaciones, y en dicho instrumento se determinan los alcances y límites de la garantía debida (cf. Fallos: 319:3489 ; 322:653 ). 

En el seguro de responsabilidad civil pactado entre el banco y la aseguradora citada en garantía que cubre los daños provocados a terceros, la cláusula segunda de las condiciones generales, atinente a riesgo cubierto, prevé en su punto 3 que a los efectos de ese seguro no se no se considerarán terceros los contratistas y/o subcontratistas y sus dependientes."No obstante se considerarán terceros los contratistas y/o subcontratistas y/o sus dependientes cuando los mismos sean afectados por daños producidos por acción u omisión del asegurado y siempre que los hechos que ocasionan dichos daños no sean responsabilidad directa del contratista y/o subcontratista y/o sus dependientes y/o que no correspondan específicamente al trabajo para el cual hayan sido contratados". 

Más allá de los defectos de que adolece su redacción, interpretando la condición ("siempre que.") que contiene dos situaciones (daños que no sean responsabilidad directa del contratista, por un lado, y que no correspondan específicamente al trabajo para el cual hayan sido contratados, por el otro) de la manera menos favorable para la compañía de seguros (en el sentido que basta que se configure alguna de esas situaciones -no necesariamente las dos- para que la aseguradora responda), aún así entiendo que no cabe responsabilizarla. 

Ello es así toda vez que no se cumple ninguno de los dos elementos de la condición, pues el daño, como se ha destacado en el apartado anterior, ha sido responsabilidad directa del contratista Talleres del Fénix S.R.L. y correspondía específicamente al trabajo para el cual había sido contratado ya que tuvo lugar, precisamente, en el curso de su ejecución. 

Por ello y teniendo en cuenta que dada la envergadura del asegurado no cabe presumir una situación de inferioridad en la redacción de las cláusulas, estimo que cabe hacer lugar a la defensa de falta de legitimación pasiva esgrimida por la citada. 

V.- Esta sala reiteradamente ha sostenido que el denominado trastorno psíquico carece de autonomía indemnizatoria ya que, en tanto daño patrimonial indirecto, integra el de incapacidad y en cuanto a aspecto extrapatrimonial, el daño moral. Es que en realidad, no cabe confundir el bien jurídico afectado, esto es la integridad física y psíquica, con los perjuicios que de ella derivan que sólo pueden comportar daños patrimoniales indirectos -incapacidad- o daño extrapatrimonial -moral- (cf.Zannoni, E., El daño en la responsabilidad civil, 2a. ed., págs. 157/166 y sus múltiples referencias; esta sala, L. 163.509, del 6/6/95; L. 169.841, del 20/7/95; L. 205.632, del 26/11/996; L. 219.296, del 2/7/997 y L 226.466, del 24/10/997; entre muchos otros concordantes). En tal orden de ideas la Corte Suprema ha postulado que aunque se reconozca autonomía conceptual al daño psíquico o psicológico por la índole de la lesión que se causa a la integridad psicofísica de la persona, ello no significa que haya de ser individualizado como un rubro compensatorio autónomo para ser sumado al daño patrimonial o moral (cf. Fallos: 326: 847). 

Tal como lo ha expresado la Corte Suprema de Justicia de la Nación en múltiples oportunidades, cuando la víctima resulta disminuida en sus aptitudes físicas o psíquicas de manera permanente, esta incapacidad deber ser objeto de reparación al margen de que se desempeñe o no una actividad productiva pues la integridad física tiene en sí misma un valor indemnizable y su lesión afecta diversos aspectos de la personalidad que hacen al ámbito doméstico, social, cultural y deportivo con la consiguiente frustración del desarrollo pleno de la vida (cf. Fallos: 308:1109; 312:752, 2412; 315: 2834; 316: 2774; 318:1715; 320: 1361; 321:1124; 322:1792, 2002 y 2658; 325:1156; 326:874). 

El Hospital Municipal de San Isidro remitió constancias del Libro de Accidentes, de la Atención Domiciliaria de Urgencia y de la historia clínica concernientes a la atención del demandante, que fueron agregadas a fs. 412/414 y a fs. 562/593. De ellas surge que fue atendido en el banco demandado poco después del accidente, después derivado al servicio de guardia de aquel nosocomio -con diagnóstico inicial de fractura luxación de pelvis por aplastamiento-, donde permaneció internado hasta el 8 de abril de 2003. 

El médico designado de oficio explicó a fs.552/559 que el actor presentaba secuela por la fractura-luxación traumática de pelvis, que fue reducida en forma incruenta con reposo absoluto, que requirió laparotomía exploratoria de urgencia con colocación de talla vesical, que presentó lesión de uretra y vejiga, y hematoma retroperitoneal. Agregó que, en el curso de la evolución, presentó trombosis de la vena ilíaca femoral izquierda, operada con transposición de vena safena derecha (ver también certificado de fs. 591 que da cuenta de una insuficiencia venosa crónica), presentando como secuelas tenesmo vesical, falta de erección efectiva y edema de miembro inferior izquierdo. 

Añadió que este cuadro representaba una incapacidad parcial y permanente del 40%; que fue vinculada causalmente con el accidente motivo de estas actuaciones. 

También señaló que la secuela descripta tenderá a agravarse lentamente con el tiempo y no será modificada en forma sustancial por los tratamientos médicos o kinesiológicos (dos sesiones semanales por un tiempo no inferior a tres meses), por cuanto las terapias de rehabilitación no pueden eliminar las alteraciones anatómicas que son la base de la incapacidad determinada. 

Refirió la presencia de tres cicatrices quirúrgicas -con características normales y signos de sutura y cierre primario- en las piernas del actor: en la derecha, una de 23 cm de largo; en la izquierda, una de 10 cm de largo y otra de 5cm por 2 cm; agregó que presentaba dolor a la palpación del gemelo izquierdo; asimetría en el perímetro de ambas piernas por edema; fuerza muscular conservada y, también, asimétrica. 

Respecto de la evaluación de su estado psicológico, indicó que el diagnóstico del demandante era "incapacidad reacción vivencial anormal neurótica con manifestación depresiva, grado IV. o trastorno por estrés postraumático"; que el actor refiere dificultad para recobrar la relación marital por la falta de erección efectiva y la de buenos trabajos. Dictaminó que la psicoterapia mejoraría el trastorno psiquiátrico, necesitando de una sesión semanal por un lapso no menor a un año aproximadamente. 

Por una parte, debo señalar que las impugnaciones del contenido de los dictámenes periciales deben exponer una crítica concreta con el aporte de algún elemento que contradiga lo concluido en ellos, ya que es sabido que para que las observaciones planteadas en su contra puedan ser consideradas es necesario arrimar al expediente probanzas de similar o mayor rigor técnico o científico, que desmerezcan las conclusiones alcanzadas en el peritaje (cf. arts. 386 y 477  del Código Procesal; Palacio, Lino, Derecho Procesal Civil, Ed. Abeledo-Perrot, Buenos Aires, 1972, t. IV, n. 514, p. 720; C.N.Civ., esta sala, L. 460.229, del 1/11/06), requisitos que no se verifican en estos autos ya que la sola remisión a impugnaciones ya formuladas no satisfacen aquellos requerimientos, máxime cuando no se ha aportado ningún elemento técnico o científico crítico ni se hace debido cargo de las contestaciones de fs. 619, fs. 621/622, fs. 638 y fs. 671. 

Por otra parte, sabido es que para establecer el monto que debe resarcirse por este concepto, deben tenerse en cuenta las condiciones personales de la víctima, así como las familiares y socioeconómicas, sin que el grado de incapacidad comprobado científicamente por el perito médico traduzca, matemáticamente, una cierta cuantía indemnizatoria. Sólo constituye un parámetro de aproximación económica que debe ser conjugado con las múltiples circunstancias vitales que contribuyen a definir razonablemente el monto de la reparación (cf. C.N.Civ., esta sala L. 465.066, del 13/2/07; íd. L. 462.383, del 21/2/07; ver asimismo Fallos: 320:1361; 325:1156). 

Por todo lo dicho, habida cuenta de las condiciones personales del actor, de 33 años al tiempo del accidente, casado, padre de cuatro hijos, chofer (fs.36), teniendo en cuenta el modo de reparar dispuesto en el pronunciamiento -valores actuales y tasa de interés pura hasta el dictado de la sentencia- que no ha sido materia de agravios, considero que debe establecerse la suma de $ 60.000 comprensivos de todo tipo de incapacidad.
Respecto de la partida atinente al tratamiento psicoterapéutico, debo destacar que esta se dirige a resarcir un aspecto diferente de la incapacidad acreditada. La señalada necesidad de la terapia apunta, obviamente, a los aspectos reversibles de las afecciones, como así también a los paliativos de las secuelas no modificables y a la prevención de ulteriores deterioros (cf. C.N.Civ., esta sala L. 450.661, del 13/3/97; ídem, L. 471.881, del 22/5/07; L. 472.341 del 17/9/07). Así lo ha expresado el perito, como ya expresé. En consecuencia, de acuerdo a lo que esta sala ha decidido en casos similares respecto del costo unitario estimado por cada una de las sesiones (cf. L. 505.832, del 26/9/08), propongo fijar esta partida en la suma de $ 2.880. 

En relación con el daño moral, destaco que la reparación de este perjuicio -prevista en el art. 1078  del Código Civil- está dirigida a compensar los padecimientos, molestias e inseguridades, únicamente desde el plano espiritual, cobrando especial importancia la índole de las lesiones y el grado de las secuelas que dejaren, para mostrar en qué medida ha quedado afectada la personalidad y el sentimiento de autovaloración. 

Para estimar pecuniariamente la reparación de este daño falta toda unidad de medida, pues los bienes espirituales no son mensurables en dinero. Sin embargo, al reconocerse una indemnización por este concepto, no se pone un precio al dolor o a los sentimientos, sino que se trata de suministrar una compensación a quien ha sido injustamente herido en sus afecciones íntimas. Si la indemnización en metálico no puede por sí restablecer el equilibrio perturbado del bienestar de la víctima, puede sin embargo, procurarle la adquisición de otros bienes que mitiguen el daño (cf. C.N.Civ., esta sala L. 465.066, del 13/2/07). 

Esta sala ha recordado que la determinación de este perjuicio no se halla sujeta a parámetros objetivos, pues las aflicciones se producen en el ámbito espiritual de la víctima, por lo que su valoración debe efectuarse según la cautelosa discrecionalidad del juzgador ceñido a considerar la situación personal de aquélla (cf. arts. 163, inc. 5º, 165 , 386, 456 , 477 y cc. del Código Procesal; arts. 1078, 1083  y cc. del Código Civil; C.N.Civ., esta sala, L. 488.078, del 6/11/07 y sus citas). 

Bajo tales premisas, tomando en consideración las condiciones personales y sociales de la demandante que señalé, las distintas constancias de este proceso y del incidente de beneficio de litigar sin gastos; reparando en que no puede dudarse de la existencia de un padecimiento espiritual provocado por la índole de las lesiones y persistencia de las secuelas y en el modo de reparar dispuesto en el pronunciamiento, estimo que corresponde confirmar lo acordado. 

VI.- Por todo lo expuesto, después de haber examinado los argumentos y pruebas conducentes, propongo modificar parcialmente la sentencia apelada para fijar en la suma de $ 60.000 la indemnización de la incapacidad detectada y establecer la suma de $ 2.880 por tratamiento psicoterapéutico; revocarla para hacer lugar a la defensa de falta de legitimación pasiva deducida por Chubb Argentina de Seguros S.A., con costas de ambas instancias a quien promovió su citación y confirmarla en todo lo demás que decide y fue objeto de agravios no atendidos. Con costas de alzada a los demandados sustancialmente vencidos en atención a la forma como se decide y a la naturaleza del reclamo (art.68  del Código Procesal). 

Los Señores Jueces de Cámara Doctores Carlos Alfredo Bellucci y Beatriz Areán votaron en el mismo sentido por razones análogas a las expresadas en su voto por el Doctor Carranza Casares. Con lo que terminó el acto. 

Buenos Aires, 18 de noviembre de 2010.- 

Y VISTOS: 

Por lo que resulta de la votación de que instruye el acuerdo que antecede, de conformidad con lo dictaminado por el Sr. Fiscal General, SE RESUELVE: 

I.- Modificar parcialmente la sentencia apelada para fijar en la suma de SESENTA MIL PESOS ($ 60.000) la indemnización de la incapacidad detectada y establecer la suma de DOS MIL OCHOCIENTOS OCHENTA PESOS ($ 2.880) por tratamiento psicoterapéutico; revocarla para hacer lugar a la defensa de falta de legitimación pasiva deducida por Chubb Argentina de Seguros S.A., con costas de ambas instancias a quien promovió su citación y confirmarla en todo lo demás que decide y fue objeto de agravios no atendidos. Con costas de alzada a los demandados sustancialmente vencidos. 

II.- Devueltas que sean las actuaciones se proveerá lo pertinente a fin de lograr el ingreso de la tasa judicial (arts. 13  y conc. de la ley 23.898). 

III.- Los honorarios se regularán una vez establecidos los de la instancia anterior. Se deja constancia de que la publicación de esta sentencia se encuentra sujeta a lo establecido por el art. 164, segundo párrafo, del Código Procesal. Notifíquese -al citado magistrado en su despacho- y devuélvase. 

CARLOS CARRANZA CASARES. 

CARLOS ALFREDO BELLUCCI. 

BEATRIZ AREÁN. 

ES COPIA
